
   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, junio veintitrés de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00617-00
Acta Nro. 295 de junio 23 de 2016
Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Diego Armando Obando Gutiérrez contra la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, a la que fue vinculado el Batallón Especial Energético y Vial No. 8.
  



ANTECEDENTES




Diego Armando Obando Gutiérrez, por medio de apoderado judicial, promovió esta acción de tutela contra la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales “de petición, seguridad social y salud en conexidad con la vida”.

  



Adujo, en síntesis, que el 29 de abril del año que avanza, presentó ante la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional una petición relacionada con la expedición de copia del examen médico de retiro; que el 3 de mayo siguiente, se emitió respuesta “del acta 0371 registrada a folio 0022 de fecha 05 de enero de 2014 que trata del examen de evacuación que fue realizado al personal de soldados regulares integrantes del segundo contingente del 2012, en el cual se encontraba inscrito…”.  Se adjuntaron dos folios con la respectiva lista de soldados, pero en el espacio en donde se encuentra su nombre, no aparece ni su firma, ni su huella, por lo que la respuesta es incompleta.  
 



Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados, y como consecuencia de ello, que se ordene a la demandada que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, resuelva de fondo la solicitud del 29 de abril.
 



Se le dio trámite a la acción y se dispuso la vinculación del Batallón Especial Energético y Vial No. 8; se concedió término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. 
  



El comandante del Batallón Especial señaló que la solicitud del 29 de abril fue dirigida a esa dependencia y contestada el 3 de mayo, con la remisión del acta 0371 que trata del examen de evacuación realizado al personal de soldados regulares del contingente del que hacía parte el actor y corresponde al único documento existente sobre el particular.
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

En este caso, Diego Armando Obando Gutiérrez, trata de poner a salvo el derecho de petición del que esta es titular, el que se garantiza no solo con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, sino con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:
13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.
  



Descendiendo al caso concreto, pese a que la demanda se dirigió en forma directa contra la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, y así se signó el escrito que contiene la solicitud que motiva la acción, lo cierto es  que el mismo se remitió y tuvo como destinatario final el Batallón Especial Energético y Vial No. 8 con sede en Segovia (Antioquia), tal como se acredita con la respectiva guía de envío (f. 6), y lo deja entrever la respuesta que se le hizo llegar al remitente (f. 7 a 10). Por ello se le vinculó al trámite. Esto demuestra, adicionalmente, que el que el actor sí radicó la solicitud. 
   



Ahora, se defiende el citado departamento castrense con el argumento de que remitió un acta relacionada con el examen de evacuación realizada al personal de soldados regulares integrantes del segundo contingente del 2012, del que hizo parte del accionante, y que data del 05 de enero de 2014 (f. 8 y 9), pero lo cierto es que lo que expresamente se solicita es la “copia del examen médico de retiro” que le fue realizado con ocasión de la orden expedida en otra acción de esta naturaleza por la Sala Penal de este mismo Tribunal Superior, extendida el 15 de diciembre de 2015. 

  



De manera que ha pasado ya el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para dar oportuna respuesta desde cuando se radicó la respectiva petición en el mes de abril del presente año, como quiera que la que se le brindó no acompasa con lo que fue efectivamente requerido, es decir, nada se le ha resuelto, ni informado del porqué de esa demora para lo que específicamente se instó que es, se repite, la expedición de la copia de un examen de retiro ordenado en sede constitucional a finales del año pasado. 
  
  


Esa omisión, dará lugar al amparo impetrado. Por consiguiente, se dispondrá que el comandante del Batallón Especial Energético y Vial No. 8, Teniente Coronel Carlos Alberto Cruz Lozano,  o quien haga sus veces o delegue para el evento, proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo a dar respuesta al actor, de la petición relacionada con la entrega de copia del examen médico de retiro que le fue realizado por orden de tutela del 15 de diciembre de 2015, proferida por la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira y que se acompañó con esta demanda, y en caso de carecer de competencia para brindar la misma, deberá proceder conforme lo previene el artículo 21 de la citada Ley 1755.
   



Se absolverá a la directa demandada, como quiera que no se le ha remitido a ella solicitud alguna.
  



En los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria.




DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo al derecho de petición, impetrado por Diego Armando Obando Gutiérrez, frente al Batallón Especial Energético y Vial No. 8 de Segovia (Antioquia).
  



En consecuencia, se le ordena al Comandante del mismo, Teniente Coronel Carlos Alberto Cruz Lozano, o quien haga sus veces o delegue para el evento, proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, a dar respuesta al actor de la petición recibida el 29 de abril de 2016, relacionada con la entrega de copia del examen médico de retiro que le fue realizado al mismo por orden de tutela del 15 de diciembre de 2015, proferida por la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira y que se acompañó con esta demanda, y en caso de no ser competente para brindar la misma, disponga su remisión a quien lo sea conforme lo previene el artículo 21 de la  Ley 1755. De tal gestión, se informará a este despacho.    





Se absuelve a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional.




Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.

Una vez regrese el asunto, se dispone el archivo del mismo.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA   
    Con ausencia justificada
� Sentencia T-404 de 2015


� MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.





